Carátula 


COMISIÓN ESPECIAL DE PARTIDOS POLÍTICOS, FINANCIACIÓN Y PUBLICIDAD. 
(Sesión celebrada el día 27 de junio de 2018). 

SEÑOR PRESIDENTE.- Habiendo número, está abierta la sesión. 

(Son las 14:12). 


—Recibimos al secretario general del Partido Colorado, señor Adrián Peña, como una de las 
invitaciones hechas por la comisión. 


El proyecto que está a consideración de la comisión fue presentado por la bancada del 
Frente Amplio y refiere a la titularidad de la banca, tema discutido durante mucho tiempo por los 
partidos, que han tomado distintas posiciones; incluso, algunas convicciones no tienen respaldo en las 
atribuciones. Se ha dicho que la Corte Electoral interpretaba que las bancas eran de las personas, pero 
nunca existió un pronunciamiento de la Corte Electoral en uno u otro sentido. 


Tuvimos la comparecencia muy oportuna y muy ilustrativa para todos nosotros del 
catedrático doctor Correa Freitas y ahora estamos recogiendo las opiniones de los partidos. Lo más 
importante para nosotros —esto va como advertencia— es el tema de fondo y no tanto el instrumento 
que elegimos para resolverlo; de repente no es el mejor y estamos sujetos a cambiarlo. Queríamos 
conocer la opinión del Partido Colorado al respecto. Sin más trámite, cedemos el uso de la palabra al 
secretario general del Partido Colorado, señor Adrián Peña. 


SEÑOR PEÑA.- Señor presidente: gracias por la invitación para manifestarnos sobre este tema. 


La primera aclaración que quiero hacer es que lo que vamos a presentar y a comentar no es 
una resolución partidaria. Desde el punto de vista institucional, el tema no ha sido tratado a nivel del 
Comité Ejecutivo Nacional ni ha sido aprobado por la convención, que es lo que necesitan en nuestro 
partido los asuntos de estas características. Hechas esas salvedades y aclaraciones, haremos algunas 
consideraciones generales. 


Como bien decía el presidente, este es un tema de vieja discusión, de larga data y, además, 
sensible y polémico, por lo que va a requerir un estudio pormenorizado. Nos parece que, en líneas 
generales y al leer la exposición de motivos, uno no puede menos que coincidir en parte con el espíritu 
que se manifiesta en lo que tiene que ver con el cuerpo electoral, el pueblo y los ciudadanos, en los 
que, a través del voto, radica la soberanía de la nación. Luego —es muy importante destacarlo— todo el 
sistema se apoya en los partidos políticos. Esas son cosas en las que debemos coincidir y me parece 
que todos vamos a estar contestes en defender a los partidos políticos como fundamentales para la 
defensa de la democracia y, sobre todo, del sistema republicano. Por eso considero que todo aquello 
que venga a fortalecer a los partidos y a mejorar su funcionamiento debe ser bienvenido. 


También es cierto que el funcionamiento puede verse afectado en la medida en que se den los 
hechos que se señalan en la exposición de motivos: que los partidos pierdan la representación 
obtenida en las urnas por las fugas de bancas de un partido a otro. Eso puede afectar en algún punto 
la representación proporcional y del sistema, por lo cual esa situación se puede configurar. 


Esto se ha dado de manera notoria en el último tiempo. Al respecto, quiero aprovechar esta 
oportunidad para comentar un hecho que se dio en el departamento de Canelones y que denunciamos 
porque nos pareció grave. Voy a hablar sobre esa situación a modo de anécdota, pero también de 
denuncia de ciertas cosas que están pasando, no solo en el ámbito parlamentario nacional sino 
también en el departamental. 


Hay un partido nuevo que hoy tiene legisladores, pero aún no ha pasado por las urnas. El año 
pasado, durante la gestión del presidente anterior, se le reconoció a ese partido una bancada y se 
solicitó un funcionario en comisión para que trabajara con legisladores que no fueron elegidos por ese 
partido político. Ese hecho nos pareció grave e inédito; por suerte, hasta ahora no se dio en ninguna 
otra parte del país. El presidente de la Cámara de Representantes, señor Mahía, pidió un informe a 
jurídica de dicha cámara y, como consecuencia, ese partido hoy no tiene bancada ni funcionarios, y 
tampoco el tratamiento que reciben los demás partidos políticos. Esto parece lógico porque ese partido 


no compareció en elecciones nacionales ni departamentales hasta el momento. Sin embargo, desde 
nuestro punto de vista hubo un claro error en este sentido. La decisión de la gente que eligió ediles a 
través de un partido se ha visto claramente dañada al concederles derechos a quienes no fueron 
electos por esa colectividad. 


Es una materia en la que saludamos el estudio y el análisis, en principio, porque estamos 
ante temas importantes y recurrentes. Con relación al proyecto, consta de cuatro artículos y, desde ya, 
decimos que a nuestro juicio la redacción es un poco compleja y tal vez sería deseable llegar a un 
mejor producto en lo que tiene que ver con el texto para considerar con mayor detenimiento las 
observaciones que pueda merecer. La idea es tratar de mejorar el proyecto en primer término para ver 
si estamos de acuerdo en las cuestiones generales y después pasar a las particulares. Digo esto 
porque este tema, que por su contenido de fondo va a ser polémico, también lo va a ser —lo 
comentábamos con el señor senador Mieres cuando veníamos para acá- desde el punto de vista del 
análisis de su constitucionalidad. 


Quiero poner en conocimiento de la comisión que, en lo personal, pedí dos informes a 
diferentes asesores en materia de derecho constitucional y ambos resultaron contradictorios. En esos 
informes que pedí hay dos visiones. Uno de los informes establece con fuerza que el proyecto es 
inconstitucional por razones que se fundamentan y el otro dice que el artículo 126 abre la posibilidad de 
que esto se regule a través de la ley. En realidad, el artículo 126 determina la posibilidad de la ley, pero 
no para este tipo de casos, sino para otros similares a los que establece el artículo 126. Se entiende 
que el espíritu del constituyente fue otro y no el de generar la posibilidad de que a través de la ley se 
establezcan prohibiciones de este tipo. 


Por lo tanto, advierto que, desde esta materia y según los diferentes análisis, vamos a tener 
más de una versión y, si el proyecto es aprobado tal como viene, seguramente se presentarán 
recursos, que luego podrán ser aprobados y apoyados por la Suprema Corte de Justicia. Hoy tenemos 
esa realidad. 


En síntesis, lo primero que debemos señalar es que la propia redacción apoyada en el 
artículo 126 de la Constitución es discutible. 


Más allá del tema constitucional —es decir, de las razones de forma y de fondo por las cuales 
el proyecto puede ser señalado—, en lo que tiene que ver con el espíritu de la iniciativa y su aplicación 
real, la vemos poco efectiva. 


En caso de prosperar el artículo 2.* que refiere a la materia, además de comprender a los 
senadores y representantes, por lo que señalé al principio yo lo ampliaría a los legisladores 
departamentales. Además, expresa que «no podrán abandonar el lema partidario por el que ingresaron 
al Poder Legislativo, ni adherirse, afiliarse o integrar un partido político distinto a aquel por el que 
fueron electos». Por supuesto que se debe respetar la posibilidad de los diferentes legisladores de 
manifestarse libremente en cuanto a su leal saber y entender sobre los distintos temas. Quiere decir 
que, desde el punto de vista práctico, cualquier legislador puede votar durante todo el ejercicio 
contrario a su fuerza política y no por eso va a perder su banca. Como recién señalaba, aquí entramos 
en una discusión complicada desde el punto de vista constitucional y este proyecto de ley, con su 
redacción actual, no tendría resultados prácticos a estos efectos porque, una vez aprobado, luego de 
que comience a regir en el año 2020, cualquier legislador de un partido puede decir: «Yo comulgo con 
los principios, pero el verdadero representante de esta fuerza política soy yo y los otros están 
equivocados; por eso voto en consonancia con los demás». Por lo menos en esta redacción no se 
establece una forma de solicitarle la banca porque la persona sigue sin adherirse, integrar o afiliarse 
públicamente a otro partido político. Por eso digo que, en ese sentido, lo veo complejo. 


El artículo 3.* se refiere a la posibilidad de denunciar al legislador y alude al artículo 115 de la 
Constitución, que establece la necesidad de los dos tercios de votos para decidirlo. A mi entender, si el 
artículo 126 habilita la aprobación de una ley y hubiera consenso en cuanto a que eso es posible —o 
sea que el espíritu del constituyente habilita una ley-, la propia ley tendría que establecer las 
características por las que se denunciaría al legislador. Aquí se remite al artículo 115 y a otros 
procedimientos establecidos en la Constitución, pero son totalmente diferentes a esta circunstancia. Me 
parece que se toman en cuenta otros parámetros y otras realidades, por lo que eso no sería 
conveniente por lo menos desde este proyecto de ley. 


El artículo 115 establece la obligación de aprobarlo por dos tercios de votos, pero es para 
otras causas. No me refiero a los votos que necesita esta ley para ser aprobada, sino que, en caso de 


ser sancionada, una vez denunciado el legislador, se debe contar con dos tercios de votos para quitarle 
su banca, tal como lo establece el artículo 115 de la Constitución. Si ello fuese así, esto operaría 
solamente para los partidos menores. Imaginen ustedes, en términos prácticos y a vía de ejemplo, el 
caso de un legislador que hoy deje el Frente Amplio para pasar al Partido Nacional: difícilmente 
accederá a los dos tercios de votos. Los partidos mayoritarios siempre los tendrían, no así los partidos 
menores. Creo que ahí se vulnera un principio básico de igualdad. Me parece que habría que corregir 
ese aspecto. 


En gran parte, entiendo que el espíritu es compartible. Advierto que dentro de nuestro partido 
ha habido dos posiciones históricas: una de ellas va en la línea de que la banca pertenece al legislador; 
esta es la que se ha mantenido en los últimos tiempos. También es cierto que fundamentalmente desde 
el batllismo se ha entendido que la banca pertenece al legislador, pero en el sistema se establece de 
pe a pa que es de los partidos. En definitiva, en la medida en que el legislador debe comulgar con los 
principios del partido y con un programa de principios y de gobierno explicitado, precisamente debe 
responder a su fuerza política. Por lo tanto, reitero que en la historia de nuestro partido ha habido 
posiciones encontradas en cuanto a este tema. 


En gran parte el espíritu es compartible, pero la herramienta que se está generando tiene dos 
características: una es que su redacción difícilmente permita que sea un elemento viable porque va a 
ser declarado inconstitucional —o, por lo menos, observado- y la otra es que, saliendo de la discusión 
jurídica, así como está no tendría efectos prácticos. Esta es nuestra posición a priori. 


Quedamos a las órdenes para seguir intercambiando opiniones y, en la medida en que el 
proyecto de ley tenga modificaciones, podríamos seguir analizándolo. Si surge un proyecto definitivo 
que no sea este, podemos ponerlo a consideración de la fuerza política para adoptar una posición 
definitiva. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Voy a hacer un par de comentarios. 


Conceptualmente coincidimos; da la impresión de que debemos encontrar el camino para que 
ese acuerdo se plasme, independientemente de que después, en la práctica, opere o no. El planteo del 
secretario general del Partido Colorado es cierto porque si una persona vota en contra de su partido 
está dentro de la democracia interna de este, que tendrá mecanismos para adoptar las medidas que 
entienda necesarias. 


Hay un efecto práctico que podría ser cuestionable a partir de las decisiones tomadas hoy que 
no ocurriría, por ejemplo: el reconocimiento en esta institución de los beneficios que pueda tener 
alguien que fue electo por un lema, construye o se va para otro y reclama —si no hay alguna norma que 
diga lo contrario—- toda la cuestión administrativa y hasta las posiciones políticas a las que no ingresó 
por los votos. Este efecto práctico no es menor porque la decisión que toma el presidente de un 
Cuerpo puede ser recurrida. ¿Por qué tomó esa decisión —y no la siguiente— y no reconoció lo que 
implican determinadas erogaciones, partidas de secretaría, en fin, otras cuestiones que no están en 
discusión acá? 


En este asunto también hay un efecto moral, más allá de que la persona es libre de votar lo 
que quiere. Quiero puntualizar que la ley entraría en vigencia en la próxima elección, de modo tal que 
el que asume sepa lo que puede hacer. 


Según el artículo 77 de la Constitución de la república, la ley votada por dos tercios establece 
que las personas no pueden ser convencionales por un partido y candidatos por otro. ¡Vaya que si el 
Partido de la Concertación en Montevideo debió tener ciertos recaudos para que no se incumpliera con 
la norma constitucional! Ahí hay un reconocimiento implícito de que las bancas son de los partidos. 


El camino que señalaba el doctor Correa Freitas —que habría que explorar— era agregar un 
artículo a la ley electoral de 1925 que dijera que la banca pertenece al partido. Nadie puede 
presentarse a una elección si no va por un lema. 


Por otra parte, decía que en lugar de recurrir al artículo 126 porque era forzarlo mucho —tal 
como dijeron, porque refiere principalmente a los artículos 124 y 125-—, deberíamos apelar al numeral 
20) del artículo 85 de la Constitución de la república que da al Cuerpo la potestad de interpretar la 
Constitución. Ahí sí, habría que interpretar que es conducta indigna, por lo que se aplicaría el artículo 
115 más allá de los efectos prácticos y cambiarse de partido. 


¿Qué queremos decir? Que una persona tiene derecho a cambiarse de partido, pero no a 
costa de violentar la voluntad ciudadana que la puso en la banca porque ingresó por ese partido con 
las ideas que tenía dentro de ese partido, pero la gente no lo votó para que fundara otro partido. 


Por lo tanto, quisiera saber si, buscando un camino que salve las inconstitucionalidades, se 
podría encontrar una salida para sentirse cómodos. 


SEÑOR OTHEGUY.- En primer lugar, quiero agradecer la presencia del secretario general del Partido 
Colorado y del colega que lo acompaña. 


La idea era tener una primera aproximación a esta iniciativa en el día de hoy y no ponernos 
a debatir. Luego, la comisión —que está integrada por todos los partidos políticos— entrará en el debate 
sobre un texto que claramente es mejorable. 


Simplemente quiero hacer un comentario. No creo mucho en una especie de normativismo 
mágico, es decir que el hecho de aprobar leyes automáticamente construya una nueva realidad. 


Lo que sí creo que es posible —en este caso a través de una interpretación de la 
Constitución— es establecer que las bancas son de los lemas partidarios. Somos una democracia de 
partidos políticos y una democracia de calidad necesita que los partidos sean fuertes. Por lo tanto, 
entiendo que hay que dar una señal en el sentido de que se quiere construir otro tipo de prácticas a 
futuro o, por lo menos, combatir una práctica que, desde nuestro punto de vista, si se generaliza, 
conspira contra los partidos. 


Sin duda, algunas de las cosas que planteaba el secretario general son muy pertinentes. Es 
cierto que alguien puede no renunciar al partido y, sin embargo, votar todo en contra, pero uno 
aspiraría a que hacia el futuro ese tipo de prácticas cada vez sean más escasas, ya que empieza a 
haber un consenso en el sistema político de que ese camino no contribuye al fortalecimiento de los 
partidos. Además, son cosas que no son aceptadas por el sistema político. 


Comparto lo que se dice en cuanto a que todo no se soluciona con un proyecto de ley, pero 
se puede instalar una cultura hacia el futuro en la dirección de fortalecer los partidos políticos. 


SEÑOR PEÑA.- Señor presidente: hay una única chance de que no haya problemas: que se haga a 
través de una reforma constitucional. Eso daría certeza sobre el punto. 


Nosotros, como partido, estamos abiertos a seguir escuchando y discutiendo para lograr una 
ley bien intencionada en ese camino. Por más que sea «declarativa» —entre comillas—-, puede ser una 
solución, pero creo que hay que trabajar en la redacción. 


Nuestro sistema liberal republicano debe tener en cuenta cosas básicas, por lo que tampoco 
podemos calificar como indigno que alguien cambie de partido. Sí se pueden establecer sanciones 
porque el sistema se basa en los partidos, pero hay que tener cuidado con la forma en que se califica. 
Lo que hoy está estipulado por la Constitución es algo muy distinto a lo que estamos hablando y me 
parece que también deberíamos tener cuidado con eso. 


De todas formas, quedamos a las órdenes y abiertos a seguir discutiendo. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Agradecemos la presencia del secretario general del Partido Colorado. 


(Se retira de sala el señor representante Adrián Peña, secretario general del Partido Colorado). 


(Ingresan a sala miembros de la Mesa Ejecutiva Nacional del Partido Independiente, el representante 
nacional Iván Posada y el doctor Hebert Gatto). 


—Es un gusto recibir a los miembros de la Mesa Ejecutiva Nacional del Partido Independiente, 
el representante nacional Iván Posada y el doctor Hebert Gatto. 


Como sabrán, está a consideración de la comisión un proyecto de ley sobre la titularidad de 
la banca, cuya redacción refleja una posición política y queremos que nos den su opinión 
principalmente sobre el concepto porque, en cuanto a la redacción, quizás debamos explorar otros 
caminos y modificarla. 


SEÑOR GATTO.- Agradezco que nos hayan recibido. Como no tengo nada preparado voy a hacer 
observaciones aisladas. 


Como es sabido, la posición de nuestro partido es contraria al proyecto de ley que se nos ha 
remitido y ayer lo leí por primera vez. Tenemos una posición general de tipo filosófica contraria a la 
llamada representación partidaria que, a nuestro juicio, sería a lo que tendería este proyecto de ley y, 
por consiguiente, el objetivo general de reforma o de complementación del sistema. 


Me parece clarísimo que para nuestras constituciones —desde la Constitución de 1830 en 
adelante— el legislador es un representante de la nación, es decir, del pueblo y en ningún caso es un 
representante de los partidos políticos. Creo que esa es la esencia misma de la constitucionalidad. 
Además, entiendo que esa es la esencia misma del parlamentarismo. Pienso que tender a darles 
representatividad a los partidos en este plano es un error conceptual que desvirtúa el sentido mismo de 
la democracia parlamentaria, pero luego lo fundamentaré porque hay razones que tienen que ver con 
la Constitución uruguaya y, fundamentalmente, con el constitucionalismo democrático liberal en su 
acepción más plena, algo que excede a la Constitución. 


De este principio general surgen una serie de consecuencias, todas muy importantes como, 
por ejemplo, la inmunidad de las expresiones del legislador. Creo que si en definitiva el legislador 
queda sujeto a un proceso de revocabilidad por manifestar que se va a alejar del partido por el cual fue 
electo, de alguna manera, estaríamos violando ese principio de inmunidad porque esa es una 
expresión como cualquier otra y el hecho de que luego se traduzca en un acto de abandono de un 
partido para ingresar, o no, a otro, no significa que deje de ser una opinión y, como tal, sería violada en 
caso de que fuera desconocida por una ley. La Constitución quiere eso. La Constitución tiene 
determinadas causales que explican por qué y cuándo el legislador puede perder su banca y en 
ninguna de esas hipótesis está prevista la posibilidad de una revocabilidad por el hecho de que el 
legislador se aparte de un partido. Es un principio absolutamente esencial y tiene que ver con la 
libertad del legislador en su expresión más profunda. Si desde que ingresa a la banca está 
cohonestado, está de algún modo limitado por la necesidad de dar opiniones acordes con las de su 
partido, ya desde el principio no puede ejercer plenamente la libertad que la Constitución pretende. 


Por otra parte, voy a dar un argumento adicional. El Parlamento es un órgano deliberante, es 
un órgano donde se busca el acuerdo de opiniones, donde se busca la discusión; esa es su esencia. El 
Parlamento no puede entenderse si esa discusión no existe y no es una discusión cualquiera, no es 
una negociación; es una discusión que busca el consenso del otro, su convencimiento. Si el legislador, 
en lugar de ser libre y de tener la posibilidad de este convencimiento hacia el otro, está desde el 
principio limitado por las opiniones de su partido, la función esencial del Parlamento —que no es solo 
dictar leyes, sino dictarlas en función de un consenso logrado en base a argumentos racionales— no 
existe. Insisto, si esta racionalidad argumentativa está limitada, porque el legislador está también 
limitado por un conjunto de opiniones que provienen de su partido, le estamos quitando al Parlamento 
esa facultad deliberativa. 


Ustedes saben que hay una larga discusión respecto a si el Parlamento es un órgano 
participativo, meramente representativo o deliberativo. Sobre esto la teoría política discute y lo hace 
empecinadamente. En lo personal creo que no son oposiciones binarias y que se puede pensar que el 
Parlamento es un órgano representativo, es un órgano participativo y es, a su vez, un órgano 
deliberativo. Creo que si le quitamos esta faceta, pierde una de las características que hace a la 
actividad legislativa que, insisto, es una actividad racional destinada al discurso, a la argumentación. 
En este caso, si previamente el legislador está sujeto a las opiniones de su partido, la discusión no 
tiene lugar, estaría sencillamente de más. Me parece que esto es muy importante. 


Además, hay consecuencias que van más allá de limitar las opiniones del legislador. Creo 
que sin quererlo y asumo que sin que nadie pretenda eso, lo que estamos haciendo es convertir al 
Parlamento en una suerte de comité de delegados partidarios. Eso es de una gravedad tremenda 
porque el Parlamento deja de ser un representante de la nación para convertirse en una delegación de 
representantes de asociaciones que pertenecen, no a la esfera del derecho público sino de la sociedad 
civil. Entonces, el Parlamento pierde ese estatus tan importante que es ser un órgano o uno de los 
poderes fundamentales del Estado. 


Fíjense ustedes —y esta sería un poco la fundamentación más profunda de este tema- que 
nuestra Constitución prevé que la soberanía está radicada en la nación; así lo dice expresamente. En 
ese aspecto tiene una definición que se aparta de muchas constituciones en el mundo, con otro tipo de 
principios. Entiende a la nación como el conjunto de los ciudadanos y de los habitantes de un país. 
Considerando que la soberanía radica en la nación, ¿qué es el Estado? Es la organización política de 
la nación; es la configuración política de la nación como entidad ciudadana y entidad con 
características éticas. Quiero insistir mucho en este aspecto. Pienso que debemos considerar al Estado 
no como una entelequia, como una asociación política, sino como un derivado, como un modo de dar 
forma a la nación, un modo de dar forma política a la nación. La nación adquiere forma política y se 
expresa a través del Estado. 


¿Y qué es el Parlamento en ese esquema? El Parlamento es un órgano de ese Estado. 
Quiere decir que el Parlamento deriva su status de órgano estatal, de su pertenencia, a la nación. 


Hay una relación necesaria entre soberanía, nación, Estado y Parlamento. Ahora bien, si 
convertimos al Parlamento en un representante de los partidos en lugar de ser un representante de la 
nación soberana, le estamos quitando el estatus de soberanía a las expresiones parlamentarias de ese 
Estado. 


Me parece -y lo digo con modestia; este es un tema opinable, discutible— que si las 
opiniones del parlamentario no están revestidas de la soberanía que le otorga el hecho de ser un 
representante del Estado y de la nación, estamos atentando gravemente contra lo que es la misma 
actividad parlamentaria. El parlamentario es un representante del Estado soberano, y sus actos son la 
conformación soberana de la voluntad de ese Estado. Y, en esa medida, es un representante de ese 
Estado que conforma esa voluntad. 


Ahora bien, si en lugar de ser todo eso es un representante de los partidos políticos —que 
como dije antes, pertenecen a la sociedad civil y, por consiguiente, no son un organismo de derecho 
público—, la propia actitud del legislador cuando por ejemplo vota una ley, en principio ya no tendría esa 
representación de la nación ni la nota de soberanía. Me parece que esto es la esencia del tema. No es 
que sea así por razones de practicidad. Entiendo que la democracia moderna necesita los partidos, 
que sin partidos es imposible pensar la democracia actual, pero eso no significa que haya que 
establecer una ley, una reforma constitucional o lo que fuere que le quite al legislador, de forma 
indirecta, el atributo de soberanía que ejerce en cada uno de sus actos. 


De manera que pienso que el tema es absolutamente esencial, no es un asunto menor, no es 
un tema adjetivo por el cual, por razón de buen funcionamiento del Estado, les estamos otorgando a 
los legisladores la representación partidaria. 


Entiendo que es absolutamente cierto que si no hay partidos, no hay política y, si no hay 
política, no hay democracia. La idea de que el ciudadano es un ente abstracto, singular, que no tiene 
vinculaciones con ninguna asociación de la sociedad civil, es un pensamiento perimido que pertenece 
al siglo XIX. Es cierto que en los últimos tiempos los partidos también son sumamente discutidos como 
el único órgano conformador de la opinión pública. Cada vez más aparecen las asociaciones civiles y 
otro tipo de organismos influyendo directamente en la conformación de la opinión pública y de la 
opinión ciudadana. Pero lo que no podemos hacer —y termino con esto— es utilizar una vía indirecta 
para solucionar un problema de tipo práctico, pragmático, es decir, cómo hacemos para que los 
legisladores electos por un partido no se vayan a otro partido. Además, esto rara vez ocurre, porque en 
la historia de este país ha pasado unas cuantas veces, pero ha ocurrido en un lapso de muchos años, 
de 1830 a la fecha. De manera que tampoco es un problema que nos esté acuciando. Y si para 
solucionarlo vamos a atacar el estatus del Parlamento como poder del Estado y el estatus del 
legislador como conformador de la voluntad de ese ente, me parece que cometeríamos un grave error. 
Me imagino si esta charla se diera a principios de siglo; sería inconcebible. Es la evolución de los 
tiempos lo que nos lleva a ello, sin duda; es el crecimiento de los partidos políticos y su posición en el 
panorama político. Pero aun así creo que el principio de soberanía, el principio de nación que está 


implícito en esta discusión, no puede ser modificado por este Parlamento. Y si lo fuera, a través de una 
ley, me parece que esa ley sería claramente inconstitucional. 


SEÑOR POSADA.- Creo que la exposición que ha hecho el doctor Hebert Gatto representa en un todo 
la opinión conversada y meditada dentro de la Mesa Ejecutiva Nacional del Partido Independiente con 
relación a este tema. 


Simplemente, a modo de un mayor abundamiento, voy a hacer referencia, en el mismo 
sentido de lo que acaba de establecer el doctor Hebert Gatto —es decir, a quién representan los 
legisladores— a un comentario que está hecho por Justino Jiménez de Aréchaga en el Tomo ll de La 
Constitución nacional, cuando analiza, justamente, los artículos vinculados a la Cámara de Diputados, 
por ejemplo, y habla expresamente de la renuncia de los legisladores. La Constitución habla de 
«renuncias voluntarias», y esta es la expresión que merece el análisis de Jiménez de Aréchaga. Y dice: 
«La Constitución se refiere a las renuncias 'voluntarias'. ¿Qué quiere decir esta expresión 'voluntaria'? 
La Constitución exige libertad de decisión en el Legislador. Una renuncia que se hace presentar por 
coacción o por violencia no puede ser aceptada por la Cámara. 


¿Y la renuncia en blanco? La renuncia en blanco es una consecuencia del régimen de 
mandato imperativo. Hay ciertos partidos que establecen este sistema, imponiendo a sus candidatos la 
obligación de presentar a las autoridades partidarias, en el acto mismo de su proclamación, una 
renuncia en blanco. Renuncia en blanco equivale a decir renuncia sin fecha. Ella queda en poder de las 
autoridades partidarias, las que pueden presentarla a la Cámara en cualquier instante. 


Yo pienso que el mandato imperativo no es conforme con la variante de la teoría del gobierno 
representativo sobre la cual está estructurada nuestra organización constitucional. La teoría del 
mandato imperativo se concibe partiendo de la idea de que el Legislador representa a un grupo de 
electores o a un partido político. Conforme a nuestra Constitución, el Legislador no representa ni a 
quienes le han votado, ni al partido que ha proclamado su candidatura, sino que representa a la 
Nación. La Nación es una entidad abstracta que no puede recibir renuncias en blanco. Por tanto, 
entiendo que las Cámaras deben rechazar 'in limine' toda renuncia en blanco que sea presentada por 
una autoridad partidaria o por un grupo de electores». 


Creo que el concepto establecido por Jiménez de Aréchaga va en línea total con lo que 
acaba de decir Hebert Gatto. 


Pero además me interesa traer a colación un reportaje que le hicieron hace ya algún tiempo 
y que está en la página web de Factum- a Oscar Bottinelli, que historia los casos en los que hubo 
situaciones de apartamiento de legisladores de los partidos. 


Etapa uno. Ruptura socialista. El único diputado del Partido Socialista, Emilio Frugoni, se 
desvincula del partido —que pasa a llamarse Partido Comunista- y renuncia a la banca. 


Etapa dos. Ruptura del nacionalismo independiente. Abandonan el Partido Nacional 
Independiente Eduardo Rodríguez Larreta y los diputados Pantaleón Astiazarán, Wilson Ferreira 
Aldunate, Matías L. Ormaechea y Alfredo Solares. Ninguno abandona la banca. El nacionalismo 
independiente pierde uno de los dos senadores y cuatro de los siete diputados. 


Etapa tres. Primeros intentos unificadores en la izquierda. Abandonan el Partido Nacional los 
diputados Enrique Erro, que conformará la Unión Popular junto al Partido Socialista, y Ariel Collazo, 
que conformará con el Partido Comunista el Frente Izquierda de Liberación, que da origen a la todavía 
existente “Lista 1001”. Ninguno abandona la banca; el Partido Nacional pierde la mayoría parlamentaria 
en Diputados, que pasa de 51 a 49. 


Etapa cuatro. Izquierdización del Partido Demócrata Cristiano. Abandona el partido el 
senador Venancio Flores. No renuncia a la banca. El PDC queda sin representación en el Senado. 


Etapa cinco. Formación del Frente Amplio. Abandonan el Partido Colorado para formar el 
Frente Amplio dos senadores —Zelmar Michelini y Alba Roballo— y tres diputados —Nelson Alonso, Hugo 
Batalla y Sergio Previtali Roballo—. A la vez, el senador Francisco Rodríguez Camusso abandona el 
Partido Nacional para formar el Frente Amplio. Y en contra de la formación del Frente Amplio abandona 
el Partido Demócrata Cristiano el diputado Humberto Ciganda Barnech. Ninguno de los tres senadores 
y cuatro diputados renuncia a la banca. 


Etapa seis. Abandonan el Frente Amplio los senadores Hugo Batalla y Enrique Martínez 
Moreno, y diez diputados: Héctor Lescano, Carlos Cassina, Nelson Alonso, Yamandú Fau, Baltasar 
Prieto, Eden Melo, Tabaré Caputi, Manuel Pérez Álvarez, Carlos Bertachi y Enrique Frey. De los dos 
senadores no renunció ninguno a la banca y de los diez diputados uno solo renunció: Tabaré Caputi. 
Recuerdo que lo hizo por una cuestión ética, ya que había sido candidato fruto de un acuerdo en el 
departamento de Canelones. 


Etapa siete. Doble proceso de 1994. El PGP, más conocido como “Lista 99”, se alía con la 
mayoría del Partido Colorado en la fórmula Sanguinetti-Batalla. Abandonan el PGP los diputados 
Rafael Michelini y Daniel Díaz Maynard. Ninguno renuncia a la banca. 


Etapa ocho. Convergencia del Partido del Nuevo Espacio con el Frente Amplio hacia las 
elecciones de 2004. Tres de los cuatro diputados del Nuevo Espacio abandonan este partido para 
formar el Partido Independiente: Pablo Mieres, lván Posada y Ricardo Falero. Ninguno renuncia a la 
banca. 


Etapa nueve. Proyecto Novick. En el actual período interelectoral. El senador Daniel Bianchi 
y el diputado Guillermo Facello abandonan el Partido Colorado. Ninguno renuncia a la banca. 


Casos individuales. El diputado Carlos Pita abandona el Partido Nacional hacia el Frente 
Amplio en el período 1985-1989, y el senador Jorge Saravia abandona el Frente Amplio hacia el 
Partido Nacional en el período pasado 2010-2014. Ninguno renuncia a la banca. 


SEÑOR PRESIDENTE.- La única forma de ingresar como diputados o senadores es por el lema, y eso, 
de acuerdo con lo que se ha manifestado, es una lesión a la soberanía, y a la nación. Entonces, ¿no 
hay una contradicción en la Constitución que se debería corregir en la medida que la única manera de 
ingresar sea través de un lema? Si en nuestro sistema electoral se eligiera a las personas como en los 
distritos uninominales donde la gente elige a la persona y no al partido, más allá de que pertenezca a 
un partido o no, como en los sistemas electorales francés o inglés, podría decir que esa contradicción 
existe. 


Incluso se llega al extremo de prohibir la posibilidad, a quien comparece en una elección 
interna, de que a los dos meses lo haga nuevamente como candidato a diputado o senador por otro 
partido diferente al que se presentó como convencional. Mi pregunta es: ¿no hay una contradicción 
ahí? ¿Cómo resolvemos esa contradicción? 


SEÑOR GATTO.- La revocabilidad del mandato —es decir, a lo que tiende este proyecto de ley en caso 
de que un legislador se aparte de un partido—, en definitiva, es una forma de mandato imperativo que, 
digamos, se aplica a una situación específica. 


Podría un legislador, en lugar de renunciar a la banca, votar sistemáticamente en contra y en 
definitiva el resultado sería el mismo. Sin embargo, el mandato imperativo es un instituto 
constitucional que prácticamente no tiene existencia en el derecho constitucional mundial. Tiene alguna 
excepción, pero muy poca. ¿Por qué? Porque se entiende que el mandato imperativo desnaturaliza el 
rol del Parlamento, en tanto este deja de ser —repito argumentos ya dados, pero tienen que ver con la 
respuesta— un órgano de la soberanía estatal para convertirse en una suerte de comité. Por ejemplo, 
tenemos el caso de las asociaciones comerciales donde se mandatan los votos, se redactan 
determinados tipos de contrato y se limita a los accionistas que no pueden expresar su voluntad si no 
es en función de ese mandato. Aquí sería lo mismo: el Parlamento se convertiría en una reunión de 
delegados partidarios. 


El señor presidente alude a que existe esa contradicción. Creo que puede haber algún 
principio de contradicción. ¿Por qué? Porque las constituciones liberales del mundo occidental se 
redactaron, en general, en el siglo XIX u obedecen a los principios más esenciales que tienen que ver 
con el momento en que fueron concebidas, con el liberalismo primigenio. Posteriormente comenzó una 
evolución de los partidos políticos, que no son un producto histórico consolidado, sino que apenas 
comenzaron a mediados del siglo pasado, como todos sabemos. 


De manera que hubo un desfase entre ese principismo constitucional liberal, pero que se 
afirmaba en verdades muy ciertas. No solo los partidos liberales adoptaron esta configuración, sino 
todos los partidos, incluidos los que primariamente estaban en contra y luego se fueron plegando, 


como los partidos socialistas e, incluso, los conservadores. De manera que hubo un desfase entre el 
avance de la sociedad, en forma de partidos políticos, y este principismo. 


Sin embargo, me parece que no se puede lograr que ambos procesos sean congruentes 
modificando los principios, porque si no caemos en estos problemas, en estas aporías constitucionales 
que mencioné anteriormente. 


En definitiva, estaríamos lesionando los principios constitucionales de una suerte de 
liberalismo traspartidario que en este momento impregna casi todas las manifestaciones políticas de 
occidente. 


Me parece que este es el problema. No sé si contesté la duda del señor presidente. Hice lo 
que pude. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Sí. 


SEÑOR MIERES.- Obviamente, compartimos todo lo que se ha dicho acá, que creemos ha sido muy 
bien fundado y categórico. 


Simplemente quiero recordar a los integrantes de la comisión la comparecencia de la Corte 
Electoral. En aquella oportunidad —creo que fueron los primeros citados para considerar este tema— 
manifestó que no estaba dentro de sus competencias dilucidar este tema, porque refería a la elección 
de los legisladores y ahí terminaba su tarea. Acto seguido, el doctor Salvo —quien en ese entonces era 
miembro de la Corte Electoral- dijo que a título personal quería incorporar un razonamiento que me 
pareció particularmente lúcido y que va en la misma dirección de lo que aquí se ha dicho. Mencionó 
que se debe distinguir entre el estatuto del candidato y el del legislador y que la normativa 
constitucional regula a ambos. Para nuestro sistema institucional el candidato implica la pertenencia a 
un partido y no se puede ser candidato a ningún cargo si no es bajo un lema. Pero luego, la propia 
Constitución establece el estatuto del legislador y no menciona en absoluto —y eso es lo que señala el 
doctor Salvo-— el requisito de la pertenencia partidaria para continuar como legislador. El estatuto del 
legislador está construido sobre la idea de la libertad individual a tal punto que lo que señalaba el 
doctor Gatto me parece que es particularmente fuerte y relevante. Aludo a ese artículo que refiere a la 
libertad de lo que decimos y a nuestros fueros. Estoy hablando de los fueros que son los que refieren a 
la persona que ejerce ese rol de representación política y sobre él no puede haber una superioridad 
que determine que si esa persona toma una decisión partidaria de alejarse de cierto partido quede 
fuera del Parlamento. El estatuto del legislador —lo decía bien el doctor Salvo—, excluye la posibilidad, 
en la Constitución, de una renuncia forzada como, por ejemplo, los casos de la renuncia en blanco y 
otros que, por otra parte, siempre fueron rechazados por el Parlamento cada vez que hubo una 
pretensión en tal sentido. 


Muchas gracias. 
SEÑOR MUJICA.- Es una discusión muy interesante. 


Creo que los partidos no son algo tan moderno: es más, creo que el hombre 
antropológicamente ha necesitado construir herramientas colectivas a lo largo de la civilización. Puede 
tener otro nombre, por ejemplo, la tendencia federal es compartida en el Río de la Plata y es verdad 
que no eran partidos en el sentido moderno, pero es evidente que expresaban un ser político 
importante alrededor del cual se aglutinaba mucha gente que tuvo que ver con nuestras peripecias. Si 
se analiza la historia antigua, sobran ejemplos. El hombre es un bicho o animal gregario, no es un 
puma, un felino. Ha sobrevivido y la civilización se ha expandido encima de la tierra por ese sentido 
corporativo. Ahora bien, dentro hay individuos. La política es la forma de manejar los conflictos entre el 
yo y el nosotros, que es muy fuerte. 


Si vamos a la concepción de fondo, dándole preeminencia absoluta al individuo recortado, 
sin el acuerdo y el pacto colectivo, estamos golpeando muy fuerte la idea de representación. Es 
evidente que al existir divisiones filosóficas de fondo, tenemos concepciones distintas de lo que es 
evidente. 


Con el máximo de los respetos, si uno lleva el planteo del doctor Gatto a fondo, el legislador 
debería elegirse rigurosamente en forma individual, y todos nosotros sabemos cómo funcionamos; 
sabemos que no es así, que hay una expresión colectiva que la dan los partidos esencialmente. En 


definitiva, nosotros tenemos que buscar conciliar el respeto al individuo y a esa representación, y a su 
vez respetar también el pacto colectivo. No es un problema sencillo. 


SEÑOR PATERNAIN.- Ante todo, quiero agradecer a los representantes del Partido Independiente su 
comparecencia en la tarde de hoy. 


Por mi parte, simplemente quisiera compartir un razonamiento, sobre todo, a partir de los 
desafíos que implica nuestra Constitución, pues ese es el punto. Lo aclaro porque podríamos tener un 
debate en torno a los límites o un debate filosófico y no desde el punto de vista del alcance de la 
Constitución. 


El señor senador Mieres distinguía entre el estatuto del legislador, por una parte, y el estatuto 
del candidato por la otra. La pregunta es la siguiente: a nivel de la regulación constitucional, ¿esos dos 
estatutos son totalmente independientes? ¿Es clara la Constitución en ese sentido, es decir, en que 
una cosa es la regulación del candidato y otra la regulación del legislador, a tal punto que deban 
suponer lógicas totalmente distintas: una en una dirección cerrada, de lógica de partido, y otra en una 
dirección abierta, en lógica de posibilidad infinita de comportamiento individual? ¿Es categórica la 
Constitución en ese sentido? Esa es la primera pregunta. 


La segunda interrogante tiene que ver, justamente, con las posibilidades de establecer un 
límite razonable. A través del proyecto de ley se pretende que un candidato, en el ejercicio de su 
margen de libertad, no pueda pasar de un partido a otro, porque en realidad podría estar traicionando 
también los principios constitucionales que regulan esa lógica de la construcción del candidato y la 
lógica de partidos en la cual está pensada la Constitución. 


Estas dos preguntas que formulo tienen que ver con el fondo y con la forma también. 


¿Hasta qué punto esta limitación equivale, realmente, a un imperativo categórico? ¿No 
podría interpretarse simplemente como una limitación razonable? Uno podría pensar que, estando este 
límite, los legisladores no tendrían coartadas sus libertades sustantivas, por ejemplo, para opinar, para 
votar, e incluso para renunciar, lo que también considero un ejercicio de soberanía. Cuando la 
incompatibilidad política llega a un extremo, uno siempre tiene la opción individual —en esta lógica de 
preeminencia de lo individual— de mandarse a mudar, de irse y desaparecer y volver con el partido en 
el que quiso estar en una próxima elección, o dar una pelea por fuera de la estructura parlamentaria. 
Este parece ser un escenario que nunca consideramos, incluso como gesto político; me refiero a la 
renuncia, en el centro, como mecanismo también del ejercicio de ese derecho individual. 


SEÑOR MUJICA.- Hay ejemplos históricos. 


SEÑOR PATERNAIN.- En definitiva, lo que se establece en el proyecto de ley, ¿constituye realmente 
una limitante, al punto de poder decir que es un imperativo categórico o un mandato por imperativo? 


Y, por otro lado, ¿cómo se regula y qué puede decirnos la Constitución acerca de qué 
prevalece más, si la lógica de partidos o la otra? Uno imagina que para poder llegar a ejercer esa 
representación de la soberanía tiene que haber una mediación institucional, y tal mediación es clara en 
la Constitución: la organización de los partidos, con listas cerradas, en un esquema cerradísimo. 
Entonces, un esquema cerradísimo por una parte y un esquema hiperabierto por otra, ¿no podrían 
llegar a ser un problema que, a su vez, podría regularse mediante esta fórmula? Obviamente, no es un 
tema sustancial, pues no ha habido tantos casos; tampoco es dramático ni va a afectar la lógica de la 
partidocracia uruguaya, pero podría ser un elemento como para tomar en consideración sin llegar a los 
extremos a los cuales podríamos llegar pensando que esto limitaría o erosionaría la posibilidad del 
comportamiento individual de un legislador. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Resta la intervención del señor senador Otheguy, con la cual daríamos por 
finalizada la ronda de consultas de parte de los señores senadores y pasaríamos a escuchar las 
respuestas de los invitados, pues el próximo convocado se encuentra afuera, esperando. 


SEÑOR OTHEGUY.- Saludamos y agradecemos a la delegación porque nos ha aportado una serie de 
conceptos que, sin duda, enriquecerán el posterior debate. 


Quiero retomar algo de lo planteado por el senador Paternain en cuanto a ver esta propuesta 
en términos de un límite razonable y no como un imperativo categórico en términos kantianos. Esa es 
la finalidad del proyecto de ley. 


Las razones instrumentales y las razones de principio se interrelacionan como se relacionan 
los contenidos y las formas. No se puede pensar uno sin el otro. Esto ha ido evolucionando a lo largo 
del tiempo; llevaría muchísimo tiempo discutir acá cómo ha evolucionado el principio del liberalismo o 
la propia idea de la democracia. 


La intención de promover esta discusión —que se expresa a través de una solución 
legislativa- es poner en el centro del debate político cómo consolidamos la democracia y cómo 
avanzamos en una democracia de calidad. Creo que ese el centro del debate, partiendo de la base de 
que el concepto de democracia se ha ido ampliando a lo largo de la historia. 


Con respecto a la democracia se han ido logrando ciertos consensos. La democracia es la 
mejor forma de construir ciudadanía y convivencia, pero no es cualquier democracia, es una 
democracia de partidos políticos, y para ello necesitamos partidos políticos consolidados. La 
democracia es también la mejor forma de dar respuesta a algunas amenazas que uno ve en el 
horizonte al sistema de partidos políticos y a la propia idea de democracia, que no va solo en la 
dimensión de la estructura jurídica de un país. También hay una amenaza en la calidad democrática 
cuando los partidos políticos se debilitan o empiezan a ser intrascendentes. 


Entonces, colocar este tema en el centro del debate, es decir ver cómo nosotros también 
pensamos, en este caso, en base a nuestras posibilidades, en soluciones a algunas amenazas que, 
porque no se hayan dado a lo largo de la historia o porque hayan sido muy esporádicas en el tiempo, 
no necesariamente quiere decir que hacia el futuro las tengamos a la vuelta de la esquina y que ciertas 
prácticas que no eran propias de los sistemas de partido y del funcionamiento de la política ahora sean 
prácticas que eventualmente se pueden empezar a generalizar. El debate intenta promover cómo 
logramos ese equilibrio. 


Muchas gracias. 


SEÑOR GATTO.- Coincido con los planteos que han hecho tanto el señor Presidente como los 
senadores Mujica y Otheguy. 


En primer lugar, estoy plenamente de acuerdo con que acá lo que importa es la democracia, 
pero no es la democracia sola, es la democracia liberal. Si no juntamos ambos conceptos, si no 
entendemos que la democracia es democracia porque es liberal, en la actualidad es difícil seguir con 
este tipo de polémica. 


A mi juicio, la democracia es el gobierno de la mayoría —y todo aquello que ya sabemos y no 
voy a repetir aquí porque los senadores lo saben mejor yo—, pero además son los derechos humanos, 
las limitaciones a los poderes, la división de poderes y mucho más, todo lo cual es un gran aporte que 
le ha hecho el liberalismo a la democracia. La democracia no es solo la democracia griega y ateniense; 
es la democracia liberal; es la democracia con todos estos agregados que la historia ha ido generando 
y que el siglo XX, de alguna manera, consolidó. El siglo XX es el siglo de la consolidación definitiva de 
la democracia liberal. Creo que ya no hay, salvo algún reducto nostálgico fascista, quien niegue la 
democracia liberal como la estructura necesaria de la vida política de una nación. 


Ahora bien —y esto tiene que ver con lo que me preguntaba el senador Mujica—, los partidos 
políticos existen, sin duda, en la historia. Lo que pasa es que antes se llamaban facciones. Cuando me 
referí a los partidos políticos nacidos a partir de mediados del siglo XIX, hacía referencia a los partidos 
políticos modernos. Por lo demás, ese es el nombre de un libro: Partidos Políticos Modernos. Son 
partidos que tienen determinadas características, partidos catch-all, que se extienden sobre enormes 
multitudes, debilitan su parte ideológica para afirmar su capacidad de conseguir votos de muchos 
ciudadanos, etcétera; se trata de una serie de características que ustedes también conocen. La 
Constitución uruguaya está hecha estructuralmente sobre esos principios. Poco tiempo después, en la 
Constitución de 1917 comenzó -y esto tiene que ver con la pregunta del señor senador— la 
preocupación por los partidos políticos porque, naturalmente, existían, incidían, generaban insumos 
políticos, tenían funciones. Las constituciones sucesivas en el Uruguay y en el mundo fueron 
reconociendo la existencia y la necesidad de los partidos políticos. En el Uruguay el proceso es, 
primero, la Constitución de 1966, y luego en el 1996 hubo un reconocimiento más a fondo de los 


partidos políticos y se reglamentaron las elecciones internas. Todo eso incidió sobre una estructura; 
fueron agregados a una estructura básica que estaba apoyada en la idea del ciudadano como 
individuo. Esa es la estructura básica de nuestra constitución y es muy difícil pensar en cómo 
cambiarla. Además, no creo que ese sea el propósito —como bien decían algunos señores senadores—, 
porque acá se pretende arreglar y generar un mejor funcionamiento de los partidos políticos. La 
pregunta es: ¿esta es la vía para lograrlo? Los partidos políticos son organismos de la sociedad civil y 
eso hay que tenerlo claro porque, si no, estamos atacando su independencia, su libertad, su 
autonomía, etcétera. Mal podemos pensar en aquellas naciones que han hecho de los partidos 
políticos organismos de la sociedad civil derivados del Estado. El Estado fascista es el ejemplo más 
claro del partido político inserto en el Estado, es el partido del Estado. De modo que en estos temas el 
cuidado en la forma es muy importante. 


Naturalmente —y esto tiene que ver con la pregunta que se formuló hace unos instantes—, hay 
que ver cómo hacemos para arreglar el problema en cuestión. Sin duda, entiendo que puede preocupar 
el hecho del legislador que entra por un sistema de ideas, por un partido político, y después se va. Para 
arreglar eso, algo que a mi juicio es un problema menor, ¿podemos atacar la estructura básica de la 
ciudadanía, del Estado y de la soberanía? ¿Podemos pensar que los partidos políticos puedan 
convertirse en organismos de derecho público y afectar en algo su autonomía como organizaciones de 
la sociedad civil? Ese es el problema que está planteado acá y que al Partido Independiente le 
preocupa fundamentalmente. Es posible que si cambiamos toda la estructura del Estado y generamos 
uno democrático-liberal de otro tipo pueda insertarse el partido político, pero yo no me doy cuenta 
cómo. Lo que considero que no podemos hacer en 2018 es, en función de un problema menor o 
relativamente menor, que mejoraría seguramente el funcionamiento de los partidos, atacar la estructura 
básica constitucional del Estado liberal uruguayo. 


Creo que con esto he contestado las preguntas que me han formulado. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Les agradecemos mucho su presencia en esta comisión. 


(Se retiran de sala los miembros de la Mesa Ejecutiva Nacional del Partido Independiente). 


(Ingresa a sala el presidente del Frente Amplio, doctor Javier Miranda). 


—La Comisión Especial de Partidos Políticos tiene el honor de recibir al presidente del Frente 
Amplio, doctor Javier Miranda. La invitación refiere a un proyecto de ley que está a consideración de 
esta comisión con respecto a la titularidad de la banca que, como señalamos a las anteriores 
delegaciones, se podría dividir en dos: una parte conceptual y otra relacionada con la herramienta 
jurídica que está a estudio. Estamos requiriendo la opinión de los representantes de los diferentes 
partidos políticos respecto a ese punto por lo que, sin más trámite, le cedemos el uso de la palabra. 


SEÑOR MIRANDA.- Es un gusto estar en este ámbito para dar una discusión —a mi juicio, 
absolutamente oportuna— de este tema en el ámbito político nacional. 


Desde luego que el tema en cuestión tiene dos miradas insoslayables: una estrictamente 
normativa y otra política, las cuales no pueden analizadas en forma separada porque las cuestiones 
normativas apuntan a la forma de hacer política. Nosotros elegimos hacer política a través del Derecho, 
de normas jurídicas pero, sin duda alguna, ellas exigen consideraciones de distinta carga argumental. 


Como presidente de un partido, de un lema, creo que la opinión que se me requiere es más 
política que normativa aunque, por la razón que apunté, no quiero escapar a las cuestiones normativas. 
Por lo tanto, rápidamente ingresaré por ese punto. 


A nivel constitucional no hay norma que establezca la titularidad de la banca y por eso 
estamos discutiéndolo. En ese sentido, coincido con el doctor Correa Freitas cuando dice que la 


Constitución no define este tema en sus artículos 4 y 82, pues como principio básico se establece que 
la soberanía en toda su plenitud existe radicalmente en la nación, lo cual no está en discusión. 


Tampoco entiendo que esté definido en el artículo 88 por cuanto esta disposición refiere a la 
representación proporcional y expresa que la Cámara de Representantes se compondrá de noventa y 
nueve miembros elegidos directamente por el pueblo. Por lo tanto, no hay duda alguna de que la 
elección es directa y el sistema es de democracia representativa. 


Sí creo que hay un argumento de texto al que se debe prestar atención. Me refiero al artículo 
115 de la Constitución en lo que tiene que ver con las causales por las cuales las Cámaras podrían 
excluir de su funcionamiento a un legislador o a una legisladora. Creo que hay que mirar de cerca ese 
argumento. En mi opinión, el artículo 115 tampoco define el tema. Es cierto que establece cuáles son 
las causas por las que los pares pueden remover a un legislador, pero el hecho de que alguien cambie 
de lema en el transcurso del período en el que fue electo no tiene por qué ser una sanción; podría ser 
perfectamente una incompatibilidad del sistema comprendido en los artículos 122 y siguientes de la 
propia Constitución. Es más, el artículo 126 de la carta prevé que se puedan establecer otras causas 
de prohibición. Entonces, nada impide que por vía legislativa se puedan estipular otras formas de 
prohibición o incompatibilidades con el cargo. No creo que eso vulnere el principio de libertad, porque 
el legislador o la legisladora que legítimamente decide no seguir perteneciendo al lema por el que fue 
electo originariamente tiene toda la libertad de hacerlo; en todo caso, no tendría la libertad de 
conservar la banca que, en realidad, no es una libertad sino un poder, que no es lo mismo. 


Entonces, por un lado, no creo que genere necesariamente una sanción; es más, no me 
parece que se deba incluir como una sanción porque ahí sí chocaría con el artículo 115 de la 
Constitución, y perfectamente podría resolverlo por los mecanismos de establecer prohibiciones. 
Insisto: me parece que la carta no resuelve el problema de la titularidad de la banca. Por otro, sí creo 
que está resuelto a nivel legislativo. Esta comisión ha tenido buena información tanto de parte de la 
Corte Electoral como de destacados juristas sobre cómo funciona el mecanismo de las leyes del 25 y 
del 27 y cómo se hace la distribución de las bancas. Es notorio que la inclinación de las leyes 
electorales es en el sentido de que se elige por lemas. Tanto es así que en el tercer escrutinio 
efectivamente primero se determina a qué lema le corresponde ese saldo de votos —por decirlo de 
alguna manera- y, en consecuencia, se hace la designación en función del lema y no de la persona. 


En términos legislativos, la inclinación es clara en el sentido de que la titularidad de la banca 
es del lema y no del partido. Todo el mecanismo de conformación electoral, con los lemas que 
autorizan las agrupaciones y las designaciones de listas indica que la representación es en función del 
lema. Lo que importa es cómo juega la representación en función del lema. 


Francamente creo que no hay un impedimento constitucional porque la Constitución no 
resuelve; sí hay que tener cuidado con la invocación de la carta y el sistema legislativo claramente es 
de titularidad de la banca del lema, porque así está estructurado. 


El Poder Legislativo, por vía legal, ¿puede resolver el tema? Sí; según el numeral 20) del 
artículo 85 de la Constitución no tengo dudas de que lo puede hacer. Una de las funciones de la 
Asamblea General es interpretar la carta y, en este caso, hay que hacerlo; sin duda, frente a los textos 
normativos dudosos justamente lo que hay que hacer es interpretar, y la mejor forma de hacerlo es a 
través de la legislación. Desde luego que el ideal sería que se resolviera por vía constitucional; ¡no 
tengo duda! El ideal sería aprobar una reforma de la Constitución que dejara claramente establecido el 
tema; esa es la ley política máxima de la república y eso sería lo ideal. Ahora bien, ¿en el intertanto se 
puede hacer por vía legislativa? Insisto: creo que sí. Ahí podríamos discutir si se necesita mayoría 
especial de dos tercios de votos, mayoría absoluta según el artículo 126, u otras. 


Creo que no se trata de una ley electoral porque no reglamenta el proceso de elecciones sino 
que lo que hace es interpretar a quién corresponde la banca. No es un problema de procedimiento 
electoral, por lo cual creo que no es aplicable el numeral 7*) del artículo 77 de la Constitución, pero —y 
acá vienen las consideraciones políticas— considerando lo que está en juego en el sistema político, una 
ley de esta naturaleza no debería, no sería políticamente adecuado, resolverla por mayorías que no 
sean especiales, especialísimas; es la búsqueda de consensos entre de los partidos políticos; creo que 
eso no se le escapa a nadie. 


En cuanto a las cuestiones políticas en curso, la primera cuestión política central aquí es el 
tipo de democracia representativa que generamos. Deberíamos ser todos contestes —sobre todo en 
este ámbito— de la necesidad del fortalecimiento de los partidos políticos, en un momento particular de 


la democracia representativa en occidente —-como la conocemos— donde hay un notorio debilitamiento 
de los partidos políticos y en consecuencia de las institucionalidades democráticas, por lo menos en las 
democracias de corte constitucional occidental. 


Para no referirnos a cuestiones políticas de la región inmediata y no comprometernos 
demasiado con opiniones en ese sentido, basta con ver lo que en este momento está sucediendo en 
Italia con la desintegración de los partidos políticos, la personificación del poder, no ahora con el 
fenómeno cinco estrellas, sino antes con la personificación del poder. Creo francamente que la 
democracia debe basarse en partidos políticos fuertes. Concebir que quienes son titulares del poder 
representativo lo son a título personal y no en función de su lema, deteriora enormemente los partidos 
políticos y termina vulnerando seriamente a la democracia. 


La Constitución de la república es la jerarquía máxima en el orden jurídico nacional, pero 
además es una carta política, es la fundación política de la república. Notoriamente, el artículo 77 
respalda la fortaleza de los partidos políticos y por eso este artículo hace especial hincapié en algunos 
numerales que me interesa rápidamente señalar. El numeral 9.9%) del artículo 77 establece en los 
incisos dos y tres que las hojas de votación estarán individualizadas por lemas y no por personas. Esto 
pensado en términos de partidos políticos y su fortalecimiento. 


El numeral 11) sin perjuicio de dar a los partidos políticos la más amplia libertad, en su literal 
b) dice: «dar la máxima publicidad a sus Cartas Orgánicas y Programas de Principios, en forma tal que 
el ciudadano pueda conocerlos ampliamente». Es decir, está apostando por un sistema de partidos 
políticos sólido. 


Por lo tanto, entiendo que el fortalecimiento de los partidos políticos es clave para la 
democracia representativa, para la democracia constitucional y además está en sintonía con nuestra 
carta política, absolutamente. Evitar la atomización de los partidos y la personificación del poder es un 
tema central. Sin duda, aquí podríamos referirnos a la región, a los proyectos políticos encarnados en 
personas, más allá de corrientes de opinión, pensamientos, propuestas programáticas, debate de ideas 
y aún más podríamos caer en la hipótesis del corporativismo asociado a personas que sería nefasto 
para el sistema democrático. Las propuestas deben ser producto de sistemas de ideas; los partidos — 
creo y defiendo ampliamente— deben estar basados en ideas y no en personas, sin desconocer la 
importancia que tienen las personas en encarnar proyectos políticos, pero no a sí mismos. 


En términos políticos creo que hay una cuestión —desde luego es opinable y sobre todo en las 
escalas más pequeñas de jurisdicciones electorales— de qué vota la gente. No tengo duda que hay un 
peso enorme de las personalidades, pero se vota el lema, la gente vota partidos. No hay alternativa, el 
sistema no da otra opción. Sin duda que la personalidad de quien representa esas ideas pesa mucho, 
pero se debería extender a que sobre todo pese el conjunto de ideas que representa y no proyectos 
más o menos individuales. 


Finalmente hay una cuestión ética, de credibilidad en el propio sistema político —que además 
está en juego en las democracias contemporáneas, sin duda en todo el mundo occidental, en Europa, 
en buena parte de América Latina y en Uruguay también-—, que es la fidelidad de las personas políticas 
en el cumplimiento de la función pública. 


El legislador es electo bajo un lema, bajo un conjunto de principios, bajo un programa. Entonces, si 
bien puede suceder que abandona el lema por convicciones propias y no por entender que el lema por 
el que fue electo resignó posiciones que venían en su visión programática —eso siempre lo puede 
hacer—, es absolutamente legítimo que el legislador diga que el partido por el que fue electo, hoy no 
expresa los ideales que están en el programa del partido y, en consecuencia, abandona el lema. Muy 
bien: abandona el lema, pero no quiere decir que se vaya con la banca para otro partido. Ahí creo que 
podría entrar a jugar el problema ético. No creo que por ello sea indigno —sé que es un tema que está 
en debate en este momento en la comisión—; es muy fuerte ese término. Comparto las afirmaciones 
que se hicieron en comisión en cuanto a que muchas veces es la propia dignidad la que obliga al 
legislador o a la legisladora a decir que no quiere pertenecer más al lema por el que fue electo. Creo 
que puede ser una actitud muy digna y absolutamente justificable. Además, está explicada 
históricamente. De todas maneras, quien entienda que fue electo por sus condiciones y no por 
pertenecer a un lema, creo que puede verse comprometido políticamente e, incluso, muestra falta de 
humildad. Pienso que es una conducta ética, por lo menos, cuestionable. Insisto que eso no impide que 
el legislador o la legisladora, llegado el momento, diga que no pertenece más al lema porque entiende 
que no representa aquellas ideas que defendió y por las cuales se incorporó al sector político. 


Francamente, en términos políticos no dudaría en que se debe fortalecer a los partidos y, en 
consecuencia, no permitir que un legislador cambie de lema durante la legislatura para la que fue 
electo. En términos normativos, en tanto entiendo que la Constitución no define, no hay un problema 
constitucional de por medio y podría resolverse por vía legal. 


SEÑOR MIERES.- Es obvio que lo que estamos haciendo es escuchar las posiciones de cada partido y 
es conocida por todos los integrantes de la comisión la posición de nuestro partido, que acaba de ser 
expresada. 


Simplemente, quiero hacer dos referencias. 


Por un lado, el artículo 126, que fue mencionado, hace referencia a prohibiciones por 
conductas que puede desarrollar el legislador en el ejercicio del cargo y no a lo que podría ser 
removerlo del cargo. Cuando se habla de prohibiciones en cuanto a su accionar se hace referencia a 
generar actos de influencias, ayudar a realizar asuntos por vía de su influencia como legislador y 
alguna otra cosa más. Es cierto que el artículo 126 permite agregar alguna prohibición por ley, pero es 
una materia bien distinta que las causales por las que puede ser removido un legislador, que es otro 
aspecto de la cuestión. 


Por otro lado, está la cuestión ética y, en ese sentido, simplemente voy a remitirme a lo que 
leyó el diputado Iván Posada hace un rato, que remite, a su vez, a un reportaje que se le hizo a Oscar 
Bottinelli hace un tiempo. Allí pasó revista de toda la enorme cantidad de gente que a lo largo de este 
siglo abandonó lemas y no renunció a su banca. Salvo alguna excepción, que fue explicada, casi 
ninguno la abandonó y, por lo menos en la mayoría de los casos, no había problemas éticos. Estamos 
hablando de gente muy valiosa y respetable. 


En el caso de los fundadores del Frente Amplio, que pensaron que debían crear un nuevo 
partido y, por eso, abandonar el Partido Nacional o el Partido Colorado, no creo que haya habido un 
problema ético. Es más, creo que la historia validó que esa fue una decisión valiente y difícil, porque se 
trataba de abandonar lemas grandes para ir a forjar un lema con el que no se sabía qué iba a pasar. 
Me parece que ahí hay un alcance sobre la ética de las conductas que la historia contradice en 
múltiples casos, desde Frugoni hasta la fecha. 


SEÑOR MIRANDA.- Insisto en que no creo que sea una conducta antiética dejar el lema; eso es 
totalmente legítimo. 


SEÑOR MIERES.- Hablé de abandonar el lema sin renunciar, que es el caso de muchos legisladores. 


SEÑOR MIRANDA.- Eso es lo discutible. Las cuestiones éticas son absolutamente opinables y, para 
eso, para liquidar las discusiones éticas, inventamos el derecho. Esa era su función. Como no había 
acuerdos morales, se inventó resolverlos por la vía del poder. 


También me parece una actitud ética decir: como fui electo por un colectivo de personas, 
asumo la responsabilidad de abandonar el sector por el que fui electo con las consecuencias que eso 
conlleva, entre otras, dejar la banca, pero insisto que no por la vía de la sanción porque ahí sí habría 
un problema con el artículo 115. Entiendo el argumento del artículo 126. De la misma manera que un 
legislador si es llamado a ser director de un ente o de un servicio, entonces, deja la banca y elige, en 
este caso, un legislador asume la responsabilidad de dejar el lema por el que fue electo y renuncia —no 
es sancionado— porque conoce de antemano cuáles son las reglas de juego y en consecuencia asume 
la decisión. De todos modos, es opinable. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Le agradecemos la comparecencia al señor Miranda. 
Se levanta la sesión. 


(Son las 16:12). 


Linea del vie de náaina 
Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


